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Capítulo 15  
Combatir la impunidad: 
la Corte Penal 
Internacional
A lo largo del siglo XX se cometió en todo el mundo 
una terrible serie de las peores atrocidades conocidas 
por la humanidad: crímenes de guerra, genocidios, 
crímenes de lesa humanidad, incluidas prácticas 
sistemáticas de tortura, ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzosas, todo ello 
durante conflictos armados y en tiempos de paz. La inmensa mayoría de los autores 
de esos crímenes “que conmueven profundamente la conciencia de la humanidad”1 
quedaron sin castigo. Los primeros esfuerzos por poner fin a esa situación tuvieron 
lugar una vez acabada la Segunda Guerra Mundial, cuando los aliados establecieron 
dos tribunales militares internacionales en Nuremberg y Tokio para llevar ante la justicia 
a los principales criminales de guerra. Ambos tribunales tenían competencia sobre 
los crímenes de guerra, al igual que sobre los crímenes contra la paz (que ahora se 
conocen como crimen de agresión) y sobre los crímenes de lesa humanidad (cuando se 
cometen en relación con un conflicto).

1	 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, preámbulo.

Las atrocidades cometidas 
durante el siglo XX 
constituyeron el trágico 
impulso que llevó al 
establecimiento de la 
Corte Penal Internacional 
en 2002. La Corte tiene 
competencia para 
enjuiciar particulares por 
crímenes internacionales 
de genocidio, crímenes de 
guerra o crímenes de lesa 
humanidad. © AFP/Pool/
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Desde entonces, el objetivo principal ha ido cambiando gradualmente. Hoy en 
día el derecho penal internacional abarca tanto los crímenes de guerra (consisten 
en violaciones graves del derecho internacional humanitario que sólo pueden ser 
cometidos durante un conflicto armado) como las violaciones graves de los derechos 
humanos como el genocidio y los crímenes de lesa humanidad (ya se cometan durante 
conflictos o en tiempos de paz). Aunque la creación de una “corte penal internacional” 
ya se había previsto en 1948 en virtud del artículo VI de la Convención de las Naciones 
Unidas para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, hubo que esperar 
hasta 1993 para que se estableciera el primer tribunal de ese tipo, en virtud de una 
resolución del Consejo de Seguridad adoptada con arreglo al Capítulo VII de la Carta 
de las Naciones Unidas, encargado exclusivamente de la cuestión de la ex Yugoslavia. 
Desde entonces, no sólo se han establecido diversos tribunales penales internacionales 
ad hoc y los denominados tribunales “híbridos” (véase más adelante), sino que también 
se ha creado finalmente el Tribunal Penal Internacional previsto tras la Segunda Guerra 
Mundial, con la adopción y entrada en vigor del Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional en 2002.

Tribunales penales internacionales ad-hoc: el 
Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, 
el Tribunal Penal Internacional para Rwanda y 
los tribunales (híbridos) internacionalizados

De conformidad con la resolución 827 (1993) del Consejo de Seguridad, la competencia 
del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (TPIY) para perseguir crímenes 
de lesa humanidad está restringida a los actos cometidos durante conflictos armados. 
La resolución 955 (1994) del Consejo de Seguridad estableció el Tribunal Penal 
Internacional para Rwanda (TPIR) un año después, asignándole competencias para 
perseguir a los principales responsables de genocidio en ese país y otros crímenes de 
lesa humanidad conexos, sin referencia alguna a los conflictos armados.

Desde la fundación de estas instituciones, la comunidad internacional no ha repetido 
el modelo TPIY/TPIR, pero en su lugar ha trabajado con los países afectados para 
establecer tribunales “internacionalizados” o los denominados “híbridos” o “mixtos”, 
que combinan elementos de sistemas nacionales e internacionales. No existe un 
modelo estándar de este tipo de cortes o tribunales; cada uno se ha creado de forma 
única. Los tribunales híbridos más importantes son el Tribunal Especial para Sierra 
Leona (TESL), las Salas Especiales de los Tribunales de Camboya (SETC), la 
Sala de Crímenes de Guerra del Tribunal de Bosnia y Herzegovina y el Tribunal 
Especial para el Líbano (TEL). En 2015, la República Centroafricana adoptó la Ley 
Orgánica 15/003, por la que se estableció un Tribunal Penal Especial para investigar, 
perseguir y juzgar las violaciones graves de los derechos humanos, incluidos los 
crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra cometidos en el país después del 
1 de enero de 2003. El Tribunal Penal Especial estará compuesto por magistrados tanto 
nacionales como internacionales y por un fiscal internacional.
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En agosto de 2012, Senegal y la Unión Africana firmaron un acuerdo para establecer 
un tribunal especial, las Salas Africanas Extraordinarias, en el sistema de justicia 
senegalés para juzgar al ex Presidente de Chad Hissène Habré, que se encontraba 
exiliado en Senegal desde 1990. Fue acusado de miles de asesinatos políticos y 
torturas sistemáticas, presuntamente cometidas bajo su mandato como Presidente de 
Chad entre 1982 y 1990. El acuerdo es posterior a una sentencia histórica pronunciada 
por la Corte Internacional de Justicia en julio de 2012 por la que se ordenaba a Senegal 
que entregara a Habré a la justicia “sin más demora”, ya fuera mediante un juicio 
en ese país o extraditándolo para ser juzgado. Las Salas Africanas Extraordinarias se 
inauguraron en febrero de 2013 y Habré fue condenado en julio de 2013 por crímenes 
de lesa humanidad, crímenes de guerra y tortura. El 30 de mayo de 2016, las Salas 
Africanas Extraordinarias sentenciaron a Hissène Habré a pasar el resto de su vida 
en prisión.

La Corte Penal Internacional (CPI)

La competencia de la CPI, como la del TPIR, no está restringida a los conflictos 
armados. Establecida a raíz de la adopción del Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional el 17 de julio de 1998, la CPI tiene competencia para juzgarlos crímenes 
de guerra, así como del de genocidio y de una amplia gama de crímenes de lesa 
humanidad, con independencia de la existencia de conflicto armado. La CPI también 
tiene jurisdicción sobre el crimen de agresión, pero no será competente para ejercerla 
hasta que la definición de ese crimen, tal como fue adoptada en Kampala en la 
Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional de 
2010, entre en vigor. Su entrada en vigor depende de: a) una decisión para activar 
la jurisdicción, que deberá tomar una mayoría de dos tercios de los Estados Partes 
después del 1 de enero de 2017, y b) la ratificación de la enmienda relativa a este 
crimen por al menos 30 Estados Partes.

El Estatuto de Roma establece la responsabilidad penal individual, a diferencia de 
la responsabilidad del Estado, tanto para agentes estatales como no estatales que 
cometan violaciones masivas y sistemáticas de los derechos humanos. Por lo tanto, 
se puede considerar una victoria importante en la lucha contra la impunidad (el motivo 
principal por el que se producen este tipo de violaciones) y, por consiguiente, uno de 
los avances más significativos e innovadores en la protección de los derechos humanos 
en el ámbito internacional.

“Durante más de un siglo, generaciones sucesivas 
han entretejido gradualmente un impresionante 
entramado de normas jurídicas y morales basadas 
en el respeto de la dignidad de la persona. Sin 
embargo, la Corte es el primero y único órgano 
internacional permanente facultado para llevar 
ante la justicia a personas, sean quienes fueren, 
responsables de las peores violaciones de los 
derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario. Por fin estamos adquiriendo los 
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instrumentos necesarios para traducir palabras 
hermosas en hechos…”.

Sergio Vieira de Mello, ex Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Declaración 
pronunciada en la inauguración de la CPI el 11 de marzo 
de 2003.

Recuadro 102	Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (CPI)

•	 Adoptado el 17 de julio de 1998 por 120 votos a favor y 7 en contra (China, 
Estados Unidos de América, Jamahiriya Árabe Libia, Iraq, Israel, Qatar, Yemen) 
con 21 abstenciones.

•	 Firmado por 139 Estados.

•	 Ratificado por 124 Estados Partes (a fecha de julio de 2016).

Fechas importantes:

•	 Entrada en vigor: 1 de julio de 2002.

•	 Elección de los primeros 18 magistrados de la Corte por la Asamblea de Estados 
Partes: febrero de 2003.

•	 Elección del primer Fiscal de la Corte, Luis Moreno Ocampo, por la Asamblea 
de Estados Partes: 21 de abril de 2003; el segundo Fiscal de la Corte, la Sra. 
Fatou Bensouda, asumió su cargo el 16 de junio de 2012.

•	 Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 
celebrada en Kampala (Uganda) de mayo a junio de 2010. La Asamblea de los 
Estados Partes adoptaron el art. 8 bis del Estatuto, por el que se define el crimen 
de agresión, así como el art. 15 bis, por el que se detallan las circunstancias en 
que la Corte puede ejercer jurisdicción sobre este crimen.

Recuadro 103	Concepto y jurisdicción de la Corte Penal Internacional (CPI)

¿Por qué se creó la CPI?

•	 Para poner fin a la impunidad;

•	 para ayudar a poner fin a conflictos y prevenir futuros conflictos;

•	 para disuadir a futuros autores de delitos;

•	 para prestar asistencia cuando los órganos nacionales de justicia penal no 
pueden o no quieren actuar y para subsanar las posibles carencias de los 
tribunales especiales (como los establecidos para la ex Yugoslavia y Rwanda).
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¿Cómo se define la jurisdicción de la CPI en el Estatuto de Roma?

Artículo 5: Los crímenes de la competencia de la Corte son el genocidio2, los 
crímenes de lesa humanidad3, los crímenes de guerra4 y el crimen de agresión5;

Artículo 25: La persona (natural) que cometa un crimen de la competencia de la 
Corte será responsable individualmente si, por sí sola, con otro o por conducto de 
otro, cometa, ordena, propone o induce ese crimen o si es cómplice, encubre o 
colabora de algún modo en la comisión del crimen;

Artículos 11 a 13: La Corte tendrá competencia únicamente respecto de crímenes 
cometidos después de la entrada en vigor del Estatuto (1 de julio de 2002). 
Su competencia se extiende a: i) los crímenes cometidos en el territorio de un 
Estado Parte; o ii) los crímenes cometidos por nacionales de un Estado Parte en 
cualquier parte del mundo; o iii) los casos en los que un Estado cualquiera acepta 
la competencia de la Corte; o iv) las situaciones remitidas al Fiscal por el Consejo 
de Seguridad de las Naciones Unidas, independientemente de la nacionalidad del 
acusado o del lugar en que se produjo el crimen.

¿Quién puede remitir casos a la Corte?

•	 Un Estado Parte (art. 14);

•	 el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas (art. 13 b);

•	 el Fiscal de la Corte, que podrá iniciar de oficio investigaciones basadas en 
información fidedigna recibida de los Estados, ONG, las víctimas o cualquier 
otra fuente (art. 15).

¿Pueden los funcionarios gubernamentales de alto nivel o los mandos 
militares ser enjuiciados por la CPI?

Sí. La responsabilidad penal se aplica por igual a todas las personas sin distinguir 
entre un Jefe de Estado o Gobierno, un miembro del Gobierno o el Parlamento, 

2	 El genocidio se produce cuando los actos se cometen “con la intención de destruir total o parcialmente a un 
grupo nacional, étnico, racial o religioso”, Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, art. 6.

3	 Los crímenes de lesa humanidad son crímenes cometidos “como parte de un ataque generalizado o 
sistemático contra una población civil”. Se incluyen el asesinato, el exterminio, la esclavitud, la deportación, 
el traslado forzoso de población, la encarcelación, la tortura, la violación, la esclavitud sexual, la prostitución 
forzada, el embarazo forzado, la esterilización forzada, otras formas de violencia sexual, la persecución 
de un grupo o colectividad con identidad propia, la desaparición forzada de personas, el apartheid y otros 
actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten contra la 
integridad física o la salud mental o física. Ibid., art. 7.

4	 Los crímenes de guerra son violaciones del derecho internacional humanitario, incluidas las infracciones 
graves en el contexto de los conflictos armados internacionales (tal como se establece en los cuatro 
Convenios de Ginebra y el Protocolo Adicional I a los Convenios de Ginebra), así como las violaciones del 
artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra y otras violaciones graves del derecho internacional 
humanitario, definidas en el artículo 8 del Estatuto de Roma. Ibid., art. 8.

5	 Una persona comete un crimen de agresión “cuando, estando en condiciones de controlar o dirigir 
efectivamente la acción política o militar de un Estado, dicha persona planifica, prepara, inicia o realiza un 
acto de agresión que por sus características, gravedad y escala constituya una violación manifiesta de la 
Carta de las Naciones Unidas”. Un “acto de agresión” se define como “el uso de la fuerza armada por un 
Estado contra la soberanía, la integridad territorial o la independencia política de otros Estado, o en cualquier 
otra forma incompatible con la Carta de las Naciones Unidas” e incluye los actos fijados en la resolución 3314 
(XXIX) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 14 de diciembre de 1974. Ibid., art. 8 bis.
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un representante elegido o un funcionario gubernamental. El ejercicio de una 
función pública no constituye motivo de reducción de la sentencia. Normalmente, 
el hecho de que una persona cometa un delito siguiendo las órdenes de 
un superior no le exime de la responsabilidad penal. Puede declararse a un 
mando militar responsable penalmente de delitos cometidos por fuerzas que 
se encontraban bajo sus órdenes y control. También puede derivarse una 
responsabilidad penal cuando un mando militar sabía o debería haber sabido que 
las fuerzas estaban cometiendo o iban a cometer esos delitos y, sin embargo, no 
los evitó ni reprimió. Además, puede otorgarse la responsabilidad penal a civiles 
que actúan efectivamente como mandos militares si conocían información que 
indicaba claramente que esos delitos se estaban cometiendo o se iban a cometer 
o si ignoraron esa información conscientemente.

¿Qué sentencia puede imponer la CPI? ¿Puede imponer la CPI la pena 
de muerte?

La Corte Penal Internacional no tiene competencia para imponer una pena de 
muerte. La Corte puede imponer períodos de prisión de hasta 30 años o prisión 
perpetua cuando la gravedad del caso así lo justifique. La Corte también puede 
imponer una multa o una confiscación del producto, de las propiedades o de los 
activos derivados del delito cometido.

Relación entre la CPI y otros tribunales

La CPI y los tribunales nacionales: los tribunales nacionales tienen competencia en 
todos los casos pertinentes y, con arreglo al principio de “complementariedad”, 
la CPI sólo puede actuar cuando los tribunales nacionales no sean capaces de 
actuar genuinamente para realizar una investigación o procesamiento o no estén 
dispuestos a hacerlo;

La CPI y la Corte Internacional de Justicia: la Corte Internacional de Justicia se 
ocupa exclusivamente de diferencias entre Estados, no de crímenes cometidos 
por individuos;

La CPI y los tribunales internacionales especiales (TPIY, TPIR, TESL, TEL, SETC, las 
Salas de Crímenes de Guerra en Bosnia y Herzegovina): los tribunales especiales 
están sujetos a límites de tiempo y de lugar (“justicia selectiva”), mientras que un 
tribunal permanente como la CPI puede actuar con mayor coherencia.

El acuerdo sobre los privilegios e inmunidades de la Corte

En virtud del artículo 48 del Estatuto de Roma, la Corte “gozará en el territorio de 
cada Estado Parte de los privilegios e inmunidades que sean necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones”. Un acuerdo sobre los privilegios e inmunidades 
de la CPI concluido al mismo tiempo que la adopción del Estatuto proporciona la 
protección y las garantías apropiadas y, en particular, para el personal de la Corte, 
los abogados, las víctimas y los testigos durante una investigación. Entró en vigor 
el 22 de julio de 2004.
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Obligaciones impuestas a los Estados por el Estatuto de Roma de la CPI

Al ratificar el Estatuto, los Estados asumen las tres obligaciones fundamentales que 
siguen, en cuyo cumplimiento los parlamentos desempeñan un papel crucial6.

•	 La obligación de cooperar plenamente: en virtud del artículo 86 del Estatuto, los 
Estados Partes “cooperarán plenamente con la Corte en relación con la investigación 
y el enjuiciamiento de crímenes de su competencia”. Por consiguiente, los Estados 
deben permitir al Fiscal y a la defensa que realicen investigaciones eficaces en sus 
territorios y velar por que sus tribunales y otras autoridades cooperen plenamente en 
la obtención de documentos, la realización de registros, la localización y protección 
de testigos y la detención y entrega de personas acusadas por la CPI. Los Estados 
también deben cooperar con la CPI en la ejecución de sentencias y en la elaboración 
y aplicación de iniciativas de información pública y programas de capacitación para 
funcionarios en la aplicación del Estatuto.

•	 La obligación de ratificar el acuerdo sobre privilegios e inmunidades de la CPI con el fin 
de que la CPI pueda funcionar de forma independiente e incondicional.

•	 Una obligación derivada del carácter complementario de la CPI: puesto que la CPI sólo 
puede actuar cuando los Estados son incapaces de hacerlo o no están dispuestos 
a ello, son los Estados a quienes incumbe la responsabilidad primordial de enjuiciar 
a los responsables de delitos previstos en el derecho internacional. Así pues, los 
Estados deben promulgar y aplicar leyes nacionales que garanticen que esos delitos 
también estén tipificados como tales en su legislación nacional, con independencia 
de dónde sean cometidos, quién los cometa o quiénes sean las víctimas.

Recuadro 104	Retos para la CPI

•	 La falta de consenso en Roma al redactar el Estatuto de la CPI. Como 
consecuencia, los Estados Unidos de América concluyeron acuerdos bilaterales 
con los Estados Partes en los que se exime a sus ciudadanos de la competencia 
de la CPI;

•	 la presencia de criminales inculpados en países que no han ratificado el Estatuto 
de la CPI o que se niegan a cooperar con ella;

•	 la estricta definición de los crímenes de lesa humanidad;

•	 la función del Consejo de Seguridad. Cuando uno de sus cinco miembros 
permanentes bloquea mediante veto, el Consejo no puede remitir las 
situaciones a la CPI en virtud del artículo 13 b del Estatuto de Roma;

•	 la fragilidad del principio de complementariedad: ¿cómo determina la CPI 
que los tribunales nacionales no tienen la capacidad o no están dispuestos a 
realizar una investigación o un enjuiciamiento? La Corte se ha enfrentado a esta 

6	 Corte Penal Internacional: Lista actualizada de requisitos para la aplicación efectiva del Estatuto de Roma, 
Amnistía Internacional, mayo de 2010.
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cuestión en casos derivados de la violencia desatada después de las elecciones 
en Kenya, en 2009, así como en Libia;7

•	 la percepción de la falta de legitimidad: no siempre se comprenden los 
esfuerzos realizados por los mecanismos internacionales de derechos humanos 
por vigilar ciertas actuaciones nacionales o por enjuiciar determinados delitos 
internacionales, y a menudo se encuentran resistencias. Para investigar los 
hechos, detener a las personas y ejecutar las sentencias, la CPI depende 
totalmente de la cooperación de agentes externos, en particular los Estados. 
Puesto que el Estatuto de Roma no es de aplicación universal, la Corte no 
puede intervenir en todas las situaciones en las que su participación podría 
estar justificada. Esto se percibe inevitablemente como un criterio desigual 
en la selección de las situaciones. Por ello, es fundamental para la eficacia 
y la legitimidad de la Corte que su Estatuto sea ratificado de forma más 
generalizada;

•	 la necesidad de procedimientos judiciales más eficaces y, por consiguiente, más 
efectivos y rápidos.

Conjunto de principios para la protección 
y la promoción de los derechos humanos 
mediante la lucha contra la impunidad

Las Naciones Unidas han realizado una considerable labor sobre la cuestión de la lucha 
contra la impunidad, principalmente mediante la Comisión de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas, la Subcomisión para la Promoción y la Protección de los Derechos 
Humanos y el Consejo de Derechos Humanos. Las leyes sobre amnistía, invocadas en 
los años 70 para la liberación de presos políticos, por lo que simbolizaban la libertad, 
se utilizaron más adelante para garantizar la impunidad de los autores de violaciones 
de los derechos humanos. Consciente de este problema, la Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos de Viena (1993) apoyó, en su Declaración y Programa de Acción, 
los esfuerzos de la Comisión y la Subcomisión por examinar todos los aspectos de este 
asunto. En consecuencia, la Subcomisión pidió a uno de sus miembros, el Sr. Louis 
Joinet, que preparase un conjunto de principios para la protección y la promoción de 
los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad. El experto presentó su 
informe y un conjunto de principios a la Subcomisión en 19978. En 2004, la Comisión 
de Derechos Humanos apoyó un conjunto de principios actualizado para la protección 
y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad, 

7	 Véanse: Fiscal c. William Samoei Ruto, Henry Kiprono Kosgey y Joshua Arap Sang, ICC-01/09-01/11, Sala de 
Cuestiones Preliminares II (30 de mayo de 2011); Fiscal c. Francis Kirimi Muthaura y Uhuru Muigai Kenyatta, 
ICC-01/09-02/11-96, Sala de Cuestiones Preliminares II (30 de mayo de 2011); Fiscal c. Saif Al-Islam Gaddafi 
y Abdullah Al-Senussi, Decisión sobre la admisibilidad de la causa contra Abdullah Al-Senussi, ICC-01/11-
10/11, Sala de Cuestiones Preliminares I (11 de octubre de 2013).

8	 E/CN.4/Sub.2/1997/20/Rev.1.
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preparado por la experta independiente Diane Orentlicher9. Ambas versiones hacen 
referencia a los siguientes derechos de las víctimas.

•	 El derecho a saber: Este derecho entraña el derecho de las víctimas y sus familiares 
a conocer la verdad de las circunstancias en que se produjeron las violaciones 
de los derechos humanos y, en el caso de muerte o desaparición, el destino de la 
víctima (principio 4). Además, todas las personas tienen el derecho inalienable a 
conocer la verdad sobre los acontecimientos pasados relativos a la perpetración de 
crímenes atroces y sobre las circunstancias y los motivos que condujeron, mediante 
violaciones masivas o sistemáticas, a la perpetración de esos crímenes (principio 2). 
Por último, los Estados están obligados a preservar la memoria colectiva, incluido el 
deber de conservar archivos y otras pruebas relativas a las violaciones de derechos 
humanos y del derecho humanitario, así como a facilitar el conocimiento de esas 
violaciones (principio 3).

•	 El derecho a la justicia: Este derecho garantiza que todas las víctimas accedan a 
una reparación efectiva, oportuna y sin inconvenientes en la forma de procesos 
penales, civiles, administrativos o disciplinarios. Además, los Estados deben llevar 
a cabo investigaciones imparciales, independientes, exhaustivas y oportunas de las 
violaciones de derechos humanos y el derechos internacional humanitario, así como 
adoptar las medidas adecuadas con respecto a los autores, sobre todo en el área 
de la justicia penal, velando por que los responsables de crímenes graves conforme 
al derecho internacional sean perseguidos, juzgados y debidamente castigados 
(principio 19).

•	 El derecho a obtener reparación: Este derecho entraña medidas individuales y 
medidas colectivas. Los pormenores se recogen en un documento titulado Conjunto 
de principios y directrices sobre el derecho de las víctimas de violaciones graves de 
los derechos humanos y del derecho humanitario a obtener reparación, elaborado por 
el Sr. Theo van Boven para la Subcomisión en 1996 y completado más adelante por 
el Sr. M. Cherif Bassiouni en 2000 a petición de la entonces Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas10. La Asamblea General adoptó estos principios y 
directrices el 16 de diciembre de 2005 (A/RES/60/147). Por medio de ellos, se prevé 
que las víctimas deben obtener una reparación plena y efectiva, proporcional a la 
gravedad de la violación y las circunstancias de cada caso, en la forma de restitución, 
compensación, rehabilitación, satisfacción y garantía de no repetición.

En septiembre de 2011, el CDH (véase el capítulo 6) aprobó la resolución A/HRC/18/7, 
por la que se crea el mandato del Relator Especial sobre la promoción de la verdad, 
la justicia, la reparación y las garantías de no repetición. En mayo de 2012, Pablo de 
Greiff fue nombrado primer Relator Especial. Los cuatro componentes del mandato 
del Relator Especial tienen por objetivo reparar las secuelas de violaciones masivas de 
derechos humanos y poder prestar asistencias proporcionando reconocimiento a las 

9	 E/CN.4/2005/102/Add.1 (8 de febrero de 2005). Véase también el Estudio independiente, con inclusión de 
recomendaciones, sobre las mejores prácticas, para ayudar a los Estados a reforzar su capacidad nacional 
con miras a combatir todos los aspectos de la impunidad, de Diane Orentlicher, E/CN.4/2004/88 (27 de 
febrero de 2004).

10	E/CN.4/Sub.2/1996/17 y E/CN.4/2000/62, respectivamente.
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víctimas, fomentando la verdad y la reconciliación nacional y fortaleciendo el estado 
de derecho.

Lecturas complementarias

–	 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones, A/RES/60/147 (16 de diciembre de 2005).

–	 Conjunto de principios actualizado para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la 
lucha contra la impunidad, E/CN.4/2005/102/Add.1 (8 de febrero de 2005).

–	 Instrumentos del estado de derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Amnistías, Nueva York y 
Ginebra, el ACNUDH, 2009.

–	 Instrumentos del estado de derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Iniciativas de 
enjuiciamiento, Nueva York y Ginebra, el ACNUDH, 2006.

–	 Instrumentos del estado de derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Aprovechamiento al 
máximo del legado de los tribunales mixtos, Nueva York y Ginebra, el ACNUDH, 2008.

–	 Instrumentos del estado de derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Archivos, Nueva York y 
Ginebra, el ACNUDH, 2015.




